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ENMIENDAS  AL  PROYECTO  DE  LEY  DE  CONTRATOS  DEL  SECTOR  PÚBLICO 
 

formuladas por  

TRANSPARENCIA INTERNACIONAL ESPAÑA 
 

Como una continuación detallada de las Propuestas de mejora formuladas anteriormente al 

Proyecto de Ley de Contratos del Sector Público, Transparencia Internacional España propone las 

siguientes quince enmiendas específicas al citado texto legal, que supone un claro paso atrás desde la 

lógica de prevención de la corrupción, y es por tanto manifiestamente mejorable en un buen número de 

artículos.  
 

 
Enmiendas al Proyecto de Ley de Contratos del Sector Público, por el que se transponen 

al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo, 

2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (Publicado en el Boletín Oficial de las Cortes 

Generales, Congreso de los Diputados 2 de diciembre de 2016). 
 

 
• Enmienda al Artículo 1. 

Como ha advertido el Observatorio de Contratos Públicos, la filosofía de la Ley, y en especial los 

principios de integridad y transparencia, debe quedar reflejada de forma clara en el artículo 1, 

desglosando los principios (para una mejor visualización) y fijando la visión estratégica de la 

contratación pública. Se propone la siguiente redacción: 

“Artículo 1. Objeto y principios 

1. Esta Ley tiene por objeto regular la contratación del sector público, con la finalidad de dar 

adecuado cumplimiento a las necesidades públicas. En especial, la contratación pública promoverá 

una adecuada estrategia en lo relativo al desarrollo sostenible, la innovación y creación de un tejido 

empresarial sólido y responsable. 

2. Son principios regulatorios de esta norma los siguientes: 

a) preservar el derecho a una buen administración contractual con respeto al principio de 

integridad. 

b) garantizar la libertad de acceso a las licitaciones mediante una publicidad y transparencia  

eficaz de los procedimientos.  

c) no discriminación e igualdad de trato entre los licitadores. 

d) una eficiente utilización de los fondos destinados a la realización de obras, la adquisición de 

bienes y la contratación de servicios mediante la exigencia de la definición previa de las necesidades a 

satisfacer, la salvaguarda de la libre competencia y la selección de la oferta económicamente más 

ventajosa. 

e) asegurar el objetivo de estabilidad presupuestaria y control del gasto. 

3. Los poderes adjudicadores excluirán en su actuación cualquier tipo de acuerdo, práctica 

restrictiva o abusiva que produzca o pueda producir el efecto de obstaculizar, impedir, restringir o 

falsear la competencia en los términos previstos en la legislación de defensa de la competencia. 

4. Es igualmente objeto de esta Ley la regulación del régimen jurídico aplicable a los efectos, 

cumplimiento y extinción de los contratos administrativos, en atención a los fines institucionales de 

carácter público que a través de los mismos se tratan de realizar.” 
 

• Enmienda al Artículo 3.4 

Se propone suprimir la frase “y respecto de los contratos sujetos a regulación armonizada” del 

artículo 3.4 del PLCSP. 
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MOTIVACIÓN: Limitar la sujeción de partidos políticos, sindicatos y organizaciones empresariales a 

los contratos SARA, habida cuenta de lo elevado de los umbrales, supone que la gran mayoría de los 

contratos que celebran estas organizaciones escapan por completo a la ley, incluso a la exigencia de 

cumplimiento de los principios de publicidad, concurrencia, transparencia, confidencialidad, igualdad y 

no discriminación, y de la obligación de adjudicar los contratos a la oferta económicamente más 

ventajosa. Además, dicha supresión es más coherente, por un lado, con la remisión que el propio 

precepto realiza a la totalidad del Título I del Libro Tercero que regula tanto los contratos SARA como 

los que no lo son; y, por otro, con lo que ya establece para los partidos políticos la disposición adicional 

decimotercera de la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos, 

según redacción dada por la Ley Orgánica 3/2015, de 30 de marzo, de control de la actividad 

económico-financiera de los partidos políticos. 
 

• Enmienda al Artículo 26.2, 2º párrafo in fine 

Se propone sustituir la frase “que les serán de aplicación cuando el contrato esté sujeto a regulación 

armonizada”, por “que les serán de aplicación en todo caso” del artículo 26.2, 2º párrafo in fine, del 

PLCSP 

MOTIVACIÓN: Las normas relativas a las condiciones especiales de ejecución, modificación, 

subcontratación y resolución deben aplicarse con independencia de la cuantía del contrato. De otro 

modo la inmensa mayoría de los contratos a que se refieren los apartados 1º y 2º del artículo 25.1.a) 

quedaría al margen de tales normas, lo que supone un retroceso, por lo que a los modificados se refiere, 

respecto de la regulación vigente. 
 

• Enmienda al Artículo 27.1.b), párrafo 2º 

Se propone suprimir la frase “que estén sujetos a regulación armonizada” del artículo 27.1.b), 

párrafo 2º, del PLCSP 

MOTIVACIÓN: En coherencia con la propuesta 2.6 anterior. 
 

• Enmienda a Artículo 27.1.b), párrafo 2º  y Artículo 27.1.c) 

Se propone modificar el artículo 27.1.b) párrafo 2 dándole la siguiente redacción: 

“Adicionalmente, respecto de los contratos referidos en los números 1º y 2º de la letra a) del apartado 

primero del artículo 25 de la presente Ley, las que se susciten en relación con las condiciones 

especiales de ejecución, modificación, subcontratación y resolución de los contratos”. 

Se propone modificar el artículo 27.1.c) dándole la siguiente redacción: “c) Las referidas a la 

preparación y adjudicación, así como a las condiciones especiales de ejecución, modificación, 

subcontratación y resolución de los contratos celebrados por los poderes adjudicadores que no tengan la 

consideración de Administración pública, incluidas las organizaciones a que se refiere el apartado 4 del 

artículo 3 de la presente Ley”. 

MOTIVACIÓN: La Directiva de Recursos, modificada por la de Concesiones, se aplica a todas las 

cuestiones reguladas por las Directivas de contratos; cuestiones tanto de carácter precontractual como 

atinentes a la fase de ejecución: condiciones especiales de ejecución, modificación, subcontratación y 

resolución de los contratos. La regulación de estas cuestiones que hacen las Directivas de contratación 

es de Derecho Público y, por tanto, deben quedar sometidas a la jurisdicción contenciosa. 
 

• Enmienda al Artículo 32.6 b) 

Se propone la siguiente regulación: 

“b) El importe de las prestaciones parciales que el medio propio pueda contratar con terceros no 

excederá del 20% de la cuantía del encargo, y no podrá afectar al contenido esencial de la prestación. 

En estos casos, en tanto poder adjudicador, aplicará los principios y reglas contenido en esta Ley para 

esa contratación”. 
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MOTIVACIÓN: Una de las principales novedades es una mejor y más completa regulación de la 

cooperación vertical a través de los encargos a medios propios. Sin embargo, la posibilidad de contratar 

hasta un 60 por ciento de las prestaciones resulta claramente excesiva y puede no corregir un uso 

indebido de esta técnica (como ya ha denunciado el Tribunal de Cuentas). Además, la contratación que 

se haga deberá respetar las normas de contratación pública pues un medio propio es siempre un poder 

adjudicador. 
 

• Enmienda al Artículo 44 

Se propone la siguiente redacción de los apartados 1 y 2 de este artículo, quedando los demás 

apartados igual. 

“1. Serán susceptibles de recurso especial en materia de contratación, los actos y decisiones 

relacionados en el apartado 2 de este mismo artículo cuando correspondan a alguno de los siguientes 

tipos de contratos que pretendan concertar los poderes adjudicadores: 

Contratos de obras, suministro y servicios. 

Acuerdos marco y sistemas dinámicos de adquisición que tengan por objeto la celebración de 

alguno de los contratos tipificados en la letra anterior, así como los contratos basados en cualquiera 

de ellos. 

Concesiones de obras o de servicios. 

Contratos administrativos especiales 

Contratos subvencionados a que se refiere el artículo 23 

Encargos a medios propios personificados a que se refiere el artículo 32 

2. Podrán ser objeto del recurso las siguientes actuaciones: 

Los anuncios de licitación, los pliegos y los documentos contractuales que establezcan las 

condiciones que deban regir la contratación. 

Los actos de trámite adoptados en el procedimiento de adjudicación, siempre que estos decidan 

directa o indirectamente sobre la adjudicación, determinen la imposibilidad de continuar el 

procedimiento o produzcan indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos. Se 

considerarán actos de trámite que determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento los actos 

de la mesa de contratación por los que se acuerde la exclusión de licitadores. 

Los acuerdos de adjudicación. 

Las modificaciones basadas en el incumplimiento de lo establecido en la Subsección 4ª, de la 

Sección 3ª, Capítulo I, Título I, Libro segundo. 

Las alteraciones de las condiciones de subcontratación así como los supuestos de resolución de 

los contratos. 

La formalización de encargos a medios propios en los casos en que éstos no cumplan los 

requisitos legales”. 

MOTIVACIÓN: Resulta necesario extender el recurso especial más allá de los contratos sujetos a 

regulación armonizada. Y que se ajuste su  objeto a las exigencias de la Directiva 2007/66/UE en lo 

relativo a la subcontratación y las formas de extinción, que ahora se regulan en las Directivas de 

contratación pública.  
 

• Enmienda al Artículo 48 

Se propone una nueva redacción del artículo 48: 

“Artículo 48. Acción Pública 

Será pública la acción para interponer el recurso especial en materia de contratación así como 

para el posterior recurso contencioso-administrativo en esta materia.” 
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MOTIVACIÓN: Como ha indicado Transparencia Internacional, resulta conveniente ampliar al 

máximo la legitimación para interponer el recurso especial en materia de contratación 
 

• Enmienda al Artículo 50 2 b) 

Nueva redacción al  “Artículo 50. Iniciación del procedimiento y plazo 

“1. El procedimiento de recurso se iniciará mediante escrito que deberá presentarse en el plazo de 

quince días hábiles. Dicho plazo se computará:  

a) Cuando se interponga contra el anuncio de licitación, el plazo comenzará a contarse a partir 

del día siguiente al de su publicación en el perfil de contratante. 

b) Cuando el recurso se interponga contra el contenido de los pliegos y demás documentos 

contractuales, el cómputo se iniciará a partir del día siguiente a aquel en que se haya publicado en el 

perfil de contratante el anuncio de licitación, siempre que en éste se haya indicado la forma en que los 

interesados pueden acceder a ellos, y finalizará con el último día de presentación de proposiciones”. 

MOTIVACIÓN: El plazo de impugnación de los pliegos de una licitación exige mayor claridad. En la 

reunión de coordinación de los Tribunales Administrativos de recursos contractuales de junio de 2015 

se acordó, como mejor regla, la de permitir la impugnación durante todo el plazo de presentación de 

proposiciones, dado que el recurso en esta fase no tiene carácter suspensivo y permite una adecuada 

función profiláctica” de los pliegos de la licitación.  
 

• Enmienda al artículo 118 

Se propone incluir mecanismo de mayor transparencia en los contratos menores. 

“Se consideran contratos menores los contratos de valor estimado inferior a 50.000 euros, cuando 

se trate de contratos de obras, o a 18.000 euros, cuando se trate de contratos de suministro o de 

servicios, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 227 en relación con las obras, servicios y 

suministros centralizados en el ámbito estatal. 

En los contratos menores de importe superior a 6.000 euros la tramitación del expediente sólo 

exigirá la aprobación del gasto y publicación en el perfil de su licitación con criterios objetivos para 

la adjudicación. El plazo mínimo de ofertas será de cinco días. 

2. En el contrato menor de obras, deberá añadirse, además, el presupuesto de las obras, sin 

perjuicio de que deba existir el correspondiente proyecto cuando normas específicas así lo requieran. 

Deberá igualmente solicitarse el informe de las oficinas o unidades de supervisión a que se refiere el 

artículo 233 cuando el trabajo afecte a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra. 

3. Ningún licitador podrá superar mediante contratos menores la cuantía de 90.000 euros”  

MOTIVACIÓN: Como han recomendado Transparencia Internacional y el Observatorio de 

Contratación Pública, la práctica y abusiva utilización (en muchas ocasiones como contratación directa) 

de este procedimiento aconseja, cuando menos, cierta exigencia de publicidad para que exista 

competencia así como la fijación de un importe global máximo a favor de un mismo licitador. 
 

• Enmienda a los Artículos 164 a 169 

Se propone revisar la redacción de los artículos 164 a 169 del proyecto, de forma que, de acuerdo 

con la regulación europea, el procedimiento de licitación con negociación (anterior procedimiento 

negociado con publicidad) y el procedimiento negociado sin publicidad dejen de encuadrase en la 

misma sección de la LCSP.  

MOTIVACIÓN: En el Derecho europeo ambos procedimientos son completamente autónomos y no 

constituyen, en ningún caso, especies de un mismo género. La regulación proyectada introduce 

confusión desde el punto de vista procedimental. Y no permite reconocer al procedimiento negociado 

sin publicidad como un procedimiento estrictamente excepcional. 
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• Enmienda al Artículo 167.9 

Se propone revisar la redacción del art. 167.9 del proyecto, de forma que se acoten los supuestos en 

los que podrá adjudicarse un contrato sin mediar negociación en el ámbito del procedimiento de 

licitación con negociación..  

“167.9 Los órganos de contratación que así lo hubiesen advertido, y en contratos especialmente 

complejos, en el anuncio de licitación y en el pliego, podrán adjudicar el contrato sobre la base de las 

ofertas iniciales sin que medie negociación siempre que no se falseen las reglas del procedimiento.” 

MOTIVACIÓN: Aunque es una posibilidad reconocida por la Directiva 2014/24/UE, su aplicación 

puede suponer un retroceso en el cumplimiento de los principios de transparencia, igualdad y no 

discriminación. Por todo ello, se sugiere que se prevea que el uso de esta posibilidad esté estrictamente 

subordinado a que quede constancia en el expediente de las razones por las que se estima que la 

negociación no resulta conveniente a la vista de las ofertas iniciales presentadas 
 

• Enmienda al Artículo 200. 

En el artículo 200, que regula las Condiciones especiales de ejecución del contrato, se propone 

adicionar un nuevo párrafo tercero (de manera que el actual párrafo tercero pase al cuarto) con el 

siguiente texto:  
 

“Los órganos de contratación establecerán condiciones especiales de ejecución que obliguen a la 

empresa adjudicataria a ejecutar el contrato con criterios de equidad y transparencia fiscal, sin 

incurrir en blanqueo de capitales, fraude fiscal, delito contra la Hacienda Pública o utilización de 

paraísos fiscales. Igualmente se exigirá a la empresa adjudicataria que los ingresos o beneficios 

procedentes del contrato público no podrán en ningún caso destinarse a realizar operaciones en 

ningún país considerado paraíso fiscal ya sea de forma directa o a través de empresas filiales. Las 

empresas licitadoras realizarán una declaración responsable asumiendo el compromiso de 

cumplimiento de la citada condición especial de ejecución. Dichas declaraciones responsables serán 

públicas, y tendrán carácter de obligación contractual esencial, lo que facultará al órgano de 

contratación a la imposición de sanciones o a la rescisión del contrato”.  
 

MOTIVACIÓN: Evitar la contratación con empresas que incumplen normativa fiscal en fraude de 

norma mediante paraísos fiscales. El concepto de "paraíso fiscal" vendrá determinado por los territorios 

incluidos en las listas de la OCDE, la Unión Europea y por la legislación española. 
 

• Enmienda al Artículo 317 

Se debe eliminar la posibilidad de aprobar instrucciones internas para regular el procedimiento de 

contratación. Debe incluirse la previsión que aplicarán en todo caso los procedimientos de contratación 

de las Administraciones públicas 

Se propone modificar el régimen jurídico de los contratos no sujetos a regulación armonizada 

celebrados por poderes adjudicadores que no tienen la consideración de Administración pública 

añadiendo en el artículo 317 que, en todo caso, les es de aplicación lo dispuesto en los artículos 199 

sobre obligaciones en materia medioambiental, social o laboral; 200 sobre condiciones especiales de 

ejecución; 201 a 203 sobre supuestos de modificación del contrato y 213 a 215 sobre subcontratación. 

«Artículo 317. Adjudicación de contratos no sujetos a regulación armonizada.  

1. En la adjudicación de los contratos no sujetos a regulación armonizada se aplicarán las 

siguientes reglas: 

1. Los órganos competentes de las entidades a que se refiere este artículo aprobarán unas 

instrucciones en las que regulen los procedimientos de contratación de forma que quede garantizada la 

efectividad de los principios de publicidad, concurrencia, transparencia, confidencialidad, igualdad y 

no discriminación, así como que los contratos sean adjudicados a quienes presenten las ofertas 

económicamente más ventajosas. 
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Estas instrucciones se pondrán a disposición de todos los interesados en participar en todos los 

procedimientos de adjudicación de los contratos regulados por ellas y se publicarán en el perfil de 

contratante de la entidad. 

En el ámbito del sector público estatal la aprobación de las instrucciones requerirá el informe 

previo de la Abogacía del Estado, a excepción de las instrucciones de contratación de las Mutuas 

colaboradoras con la Seguridad Social que deberán ser informadas por el Servicio Jurídico de la 

Administración de la Seguridad Social,  y de las Corporaciones de Derecho Público a que se refiere el 

artículo 3.5 de la presente Ley. 

Se entenderán cumplidas las exigencias que comporta el principio de publicidad con la inserción 

en el perfil de contratante de la entidad de la información relativa a la licitación de los contratos cuyo 

importe supere las cifras señaladas en la letra a) del apartado 2 de este artículo, sin perjuicio de que 

las instrucciones de contratación puedan establecer otras modalidades, alternativas o adicionales, de 

publicidad. 

2. No obstante lo indicado en el apartado anterior, los órganos competentes de las entidades a que 

se refiere este artículo podrán adjudicar contratos no sujetos a regulación armonizada sin aplicar las 

instrucciones aprobadas por ellas con sujeción a las siguientes reglas: 

a) Los contratos de valor estimado inferior a 50.000 euros, cuando se trate de contratos de obras, 

o a 18.000 euros, cuando se trate de contratos de servicios y suministros, podrán adjudicarse 

directamente a cualquier empresario con capacidad de obrar y que cuente con la habilitación 

profesional que, en su caso, sea necesaria para realizar la prestación objeto del contrato. 

b) En los de obras, suministros y servicios distintos de los anteriores, así como en los contratos de 

concesión de obras y concesión de servicios se utilizarán los procedimientos regulados en la Sección 2ª 

del Capítulo I del Título I del Libro Segundo de esta Ley. 

3. En los términos que reglamentariamente se determinen, y sin perjuicio de lo que para el ámbito 

de las Comunidades Autónomas establezcan sus respectivas normas, el Departamento ministerial y 

organismo al que esté adscrita o corresponda la tutela de la entidad contratante controlará la 

aplicación por ésta de las reglas establecidas en los apartados 1 y 2 del presente artículo. 

2. Resultan aplicables a estos contratos los artículos 201 a 203 sobre supuestos de modificación 

del contrato.» 

MOTIVACIÓN: En coherencia con la propuesta de Transparencia Internacional, Observatorio de 

Contratación Pública y Comisión nacional de Mercados y Competencia, deben uniformizarse las reglas 

jurídicas aplicables con independencia de la naturaleza del poder adjudicador y del importe del 

contrato. Solo desde la uniformidad se puede preservar una efectiva transparencia y corregir las 

“debilidades” del modelo. 
 

• Enmienda al Artículo 340 

De conformidad con la propuesta de Transparencia Internacional y del Observatorio de 

Contratación Pública se propone añadir un nuevo párrafo: 

“8. La omisión de la publicación en la Plataforma de Contratos del Sector Público en cualquiera 

de las modalidades previstas en este artículo, será vicio de nulidad de pleno derecho”. 

MOTIVACIÓN: Para preservar la efectividad de la obligación de publicar todas las licitaciones en la 

Plataforma de Contratos del Sector Público, debe preverse expresamente que esta omisión comporta 

vicio de nulidad de pleno derecho, al impedir una adecuada transparencia. 

 

 

 

 
 


